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15996 Saja Primera. Recurso de amparo número 73/1986
Selllencia número 102/1987. de 17 de junio.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional comp....ta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente, don Francisco Rubio
Uorente, don Luis Díez-Picazo y Ponce de León, don Antonio
T'!'yol Serra, don Eugenio DIaz Eimil y don Mi¡uel Rodríguez­
Pinero y Bravo-Ferrer, Mll&Istrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 73/1986, promovido por el
Procurador de los Tribunales don Juan Corujo López Villamil, en
nombre y representación de «Gresco, Cooperauva Gremio de
Salchicheros», bajo la dirección del Letrado don José Carrasco
Fernández, contra la providencia del Juzgado de Primera Instancia
núm. 2 de Salamanca, dictada en el juicio de menor cuantía del
que, por inhibición, conoce el Juzgado núm. 7 de Madrid, que
declaró en rebeldía a la Entidad recurrente.

Han sido parte en el asunto don Aurelio Castro Benito,
representado por el Procurador de los Tribunales don Manuel
Ayuso Tejerizo y el Ministerio Fiscal y Ponente, el Magistrado don
Francisco Rubio Uorente, quien expresa el parecer de la Sala.

I. ANTECEDENTES

1. «Gresco, Cooperativa Gremio Salchichero..., representada
por Procurador y asistida de Letrado, interpone recurso de amparo,
mediante escrito que tuvo su entrada el21 de enero de 1986, contra
Sentencia de la Audiencia Territorial de Madrid. de fecha 19 de
diciembre de 1985 (en el encabezamiento de la demanda se dice,
seguramente por error, ser la Sentencia impuanada de fecha 26 de
diciembre).

2. Los hechos en que se funda la demanda son los siguientes:
a) Por providencia del Juzgado de Primera Instancia núm. 2

de Salamanca, de 3 de mano de 1983, se tuvo por promovido
juicio declarativo ordinario de menor cuantía, por don Aurelio
Castro Benito, contra la Entidad solicitante de amparo, sobre
reclamación de 246.830 pesetas, más intereses.

b) Con fecha, se dIce, 21 de marzo de 1983, la Entidad
demandante de amparo fue emplazada por el Juzgado de Primera
Instancia núm. 5 de Madrid, en virtud de exhorto procedente del
Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Salamanca, para que en
término de nueve días hábiles, más tres días por razón de la
distancia. compareciera en los correspondientes autos del juicio
declarativo, antes referido, bajo apercibimiento de ser declarada en
rebeldía.

c) Por escrito de 7 de abril de 1983, la Entidad solicitante de
amparo promovió cuestión de competencia por inhibitoria al
amparo del artículo 72 de la Ley de EnjuiciamIento Civil.

d) El Juzgado de Primera InstanCIa núm. 2 de Salamanca
declaró en rebeldía a la solicitante de amparo por providencia de
9 de abril de 1983.

e) El Juzgado de Primera Instancia núm. 7 de Madrid, por
providencia de 11 de abril de 1983, admitió a trámite la cuesUón
de competencia planteada, teniéndose por parte en los aetas
incoados a «Gresca, Cooperativa Gremio Salchicheros».

f) E16 de mayo de 1983, el Juzgado de Primera Instancia numo
7 de Madrid, dirigió oficio requiriendo de inhibición al del igual
clase núm. 2 de Salamenca.

g) El Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Salamanca, por
providencia de 12 de mayo de 1983, acuerda suspender el procedi­
miento y oir a la parte demandante sobre la cuestión de competen­
cia planteada por la entonces demandada «Gresco, Cooperativa
Gremio Sa1chichero~.

Por Auto de 26 de mayo de 1983, el Juzgado de Primera
Instancia núm. 2 de Salamanca, acordó inhibirse en favor del de
igual clase núm. 7 de Madrid, al que fueron remitidos los autos con
em~lazamientode las partes, por tmnino de quince días, para que
pudiesen comparecer ante ~ a usar de sus derechos.

La representación de la Entidad solicitante de amparo afirma
que ésta no tuvo conocimiento de Auto referido, por estar
declarada en rebeldía, ni pudo usar de sus derechos por no hallarse
en momento procesal oportuno para contestar a la demanda o
proponer pruebas, dado que habian transcurrido los correspondien.
tes plazos ante el JuzJ30:o a qua.

1) Por providenCIa del Juzgado de Primera Instancia núm. 7
de Madrid, de 22 de junio de 1983, fue alzada la suspensión de los
autos de juicio declarativo. En tal momento -se dice- a la Entidad
ahora solicitante de amparo «no se le permite procesalmente
int~rvenir para poner de manifiesto la indefensión de que fue
objeto)).

j) Por providencia del Juzgado de Primera Instancia núm. 7
de Madrid, de 29 de junio de 1983, se citó a las partes a la
comparecencia que la Ley determina, señalándose para la celebra­
ción de la vista el 17 de octubre siguiente a las once horas,
momento en el que la solicitante de amparo alego indefensión
contraria al art. 24.1 C. E., por no habérsele dado oportunidad de
contestar a la demanda ni de proponer pruebas.

k) Por Sentencia de 19 de octubre de 1983, el Juzgado
últimamente indicado estimó la demanda «sin tener en cuenta -le
dice- las alegaciones ..• (de «Gresco, Cooperativa Gremio Salchi­
cheros»), en orden a restablecer las actuaciones al momento en que
se produjo la indefensiÓn».

1) Apelada por el demandante de amparo la Sentencia referida,
solicitándose, asimismo -se dice- la reposición de los Autos al
momento en que se produjo la indefeDSlón, la Sala Tercera de la
Audiencia Territorial de Madrid, por Sentencia de 19 de diciembre
de 1985, de la que se acompaña copia, confirmó la Sentencia
apelada, razonando, en su primer considerando: Que al ser la
jurisdicción civil una jurisdicción rogada, no puede ahora solici­
tarse una nulidad de actuaciones, cuando tales actuaciones han sido
las solicitadas, sin que se haya infringido el articulo 92 de la Ley
de Enjuiciamiento Civil, ya que existe el emplazamiento por quince
días, para comparecer ante el Juzgado declarado competente, no
para contestar la demanda, por otro lado es lamentable que no
pueda I/racticarse una prueba, pero es que la propuesta en segunda
InstanCIa se refiere al cobro de comisiones (...J, prueba que en nada
afecta al objeto de litis.» '

En la demanda se sostiene, al hilo de la exposición de
antecedentes, que la Entidad demandante no tuvo ocasión para
contestar a la demanda o para proponer pruebas, lo que le habría
~ucido indefensión «imputable al órgano judicial». Se cita como
infringido el art. 24.1 C. E. Y como amparo se solicita que se
retrotraigan las actuaciones del juicio declarativo al momento
procesal en que se JlI'O'!ujo la indefensión, «es decir, desde que se
produjo la declaración de rebeldía (...) indebidamente acordada por
estar planteada con anterioridad cuestión de competen~ con
nulidad de todas las actuaciones posteriores (...) y todo ello a fin de
poder contestar a la demanda planteada» y «proponer las pruebas
de que esta parte intente valerse».

3. Mediante providencia de 19 de marzo de 1986, la Sección
Primera acordó admitir a trámite la demanda de amparo, condicio­
nando esta admisión a la p....ntación por el Procurador sedor
Corujo de documento que acredite la representación que dice
ostentar. Acordó igualmente recabar del Juzgado de Primera
Instancia núm. 7 de Madrid, la remisión de las actuaciones
correspondientes al juicio ordinario declarativo de menor cuantía,
seguido ante el mismo por don Aurelio Castro Benito. contra
«Gresco, Cooperativa Gremio Salchichero..., debiendo previa­
mente emplazar a quienes hubieran sido parte en dichas actuacio­
nes para que puedan comparecer en el plazo de diez dias ante este
Tribunal.

Dentro del mencionado plazo compareció ante este Tribunal
don Manuel Ayuso Tejerizo en representación de don Aurelio
Castro Benito.

4. Por providencia del siguiente 30 de abril. la Sección
Segunda acordó tener por comparecido en el procedimiento a don
Aurelio Castro Benito, acusar recibo al fuzgado de Primera
Instancia núm. 7 de Madrid. del testimonio de los Autos interesa­
dos, y, de conformidad con lo dispuesto en el articulo 52 LOTC,
dar vista de los mismos a los personados en el procedimiento y al
Ministerio Fiscal para que, en el plazo comun de veinte dias,
aleguen lo que esumen pertinente.

Dentro del plazo concedido, la representación del recurrente ha
reiterado el contenido de su demanda, sosteniendo que la declara­
ción de rebeldla decretada por el Juzgado de Primera Instancia
núm. 2 de Salamanca, es contraria a Derecho «pOr aplicación
coordinada de los arto. 73, 75, 77 Y 78 de la Ley de Enjuicwniento
Civil». De acuerdo con estos artículos, el recurrente no podia
realizar actuación alguna ante un Juzgado que consideraba incom~

petente, pues tal actuación equivaldrla a una sumisión al mismo.
El hecbo de que la jurisdicción civil sea una jurisdicción rogada, no
implica la necesidad de comparecer ante el Juzgado que se estima
incompetente para hacerle saber que se ha planteado en tiempo y
forma una cuestión de competencia por inhibitoria, pues esa
comparecencia iría contra lo disl/uesto en los arto. 85 y 86 de la Ley
de Enjuiciamiento Civil. Se ha ,nfringido también el art. 92 de la
Ley de Enjuiciamiento Civil, puesto que el recurrente no fue
emplazado por término de quince dias ante el Juez competente.
Concluye que, habiéndose visto así colocado en una situación de
indefensión, es forzoso entender que del mandato del arto 115 de la
Ley de Enjuiciamiento Civil, no se deriva una prohibición de que
se le conceda a la parte la posibilidad de contestar a la demanda )­
de proponer la prueba de que intenta valerse.
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El Ministerio Fiscal, por su parte, tras razonar los hechos en los
que se origina la demanda de amparo. recuerda que es doctrina de
este Tribunal de la que las prantias de los principios que
constituyen el contenido del derecho fundamental que consagra el
arto 24 de la Constitución, tienen que ser observadas en todas las
instancias del proceso, de tal forma que si se vulneran en primera
instancia, debe declarane la violación con las consecuencias
correspondientes. En el presente caso, agrega, es evidente que la
declaración de rebeldla acordada por el Juez de Salamanca está, en
todo, de acuerdo con la Ley, pero no menos claro es que de este
estricto cumplimiento del precepto lesaJ, se sigue una vulneración
del derecho del recurrente a no ser colocado en situación de
indefensión. El remedio COntra tal lesión ohlipría a retrotraer la
actividad procesal al momento de contestación de la demanda,
pero este remedio choca con la letra del arto 11 S de la Ley de
Enjuiciamiento Civil, que declara la validez de todas las decisiones
adoptadas hasta que se haya resuelto, en su caso, la cuestión de
competencia. La aplicación literal do este precepto obliga a conside·
rar válida la declaración de rebeldla, vulnerando asl, como se dice,
un derecho fundamental del recurrente. Es forzoso, por eDo,
interpretar dicha norma procesal de acuerdo con la Constitución,
entendiendo que su letra no implica, en ningún caso, la prohibición
de ofrecer al demandado la posibilidad de ser oldo y de proponer
las pruebas adecuadas. En cuanto que no ba hecho esta interpreta.
ción, la Sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia
núm. 7 de Madrid, es contraria al derecho que prantiza el arto 24
de la Constitución. Solicita, en consecuencia, el Ministerio Fiscal,
la concesión del amparo demandado, aun,\ue matiza esta solicitud
puesto que, dice. no habiendo tenido a la VIsta los autos correspon­
dientes al recurso de apelación contra la Sentencia del Juzgado
núm. 7 de Madrid, es posible que no haya dispuesto de todos los
elementos de juicio necesarios para fundamentar su POstura.

La representación de quien fue demandante en'el juicio de
menor cuantia <¡ue ha dado lusar al presente recurso de amparo,
solicita la desestimación de ~te, al~do que la recurrente conocia
perfectamente, al plantear la inhibltOria, la perentoriedad de los
plazos. Al haber acudido a esta vla y no a la de la cIeclinatoria, y
haber mantenido una actidud pasiva pese a tener conciencia de la
urgencia de hacer saber al Juzgado de Salamanca el planteamiento
de la inhibitoria, la recurrente no ha intentado otra cosa que
domorar el cumplimiento de sus ohlipciones. Afirma también la
representación del seilar Castro BenIto que comP-Brte el criterio
expuesto por la Audiencia Territorial de Madrid (Sala Tercera de
lo Civil), en su Auto de 29 de abril de 1985, al denegar el
recibimiento a prueba en la sepnda instancia por no concurrir la
causa a que se refiere el aparta<lo segundo del arto 862 de la Ley de
Enjuiciamiento Civil.

S. Por providencia de S de noviembre de 1986 acordó la
Sección Segunda recabar de la Audiencia Territorial de Madrid,
con suspensión del plazo para dietar sentencia, las actuaciones
seguidas en el recurso de apelación 738/84, procedente del Juzgado
de Primera Instancia núm. 7 de Madnd y en el que recayó
sentencia en 19 de diciembre de 1985.

6. Por providencia de 11 de marzo de 1987 se acusó recibo de
las actuacIones remitidas, asi como dar vista de las mismas, por
plazo común de diez dlas, a las partes y al Ministerio Fiscal.

Examinadas estas actuaciones, el Ministerio Fiscal mantuvo lo
ya expuesto en sus alegaciones, pues se comprueba mora que el
demandante de amparo entonces apelante, solicitó, por esento de
fecha 9 de marzo de 1985, el recibimiento a prueba, mteresando la
práctica de una probanza sobre documentos privados, constando,
asimismo, que el Tribunal de apelación denegó, con fecha 29 de
abril de 1985, dicho recibimiento a prueba y celebrándose la vista
sin que en el proceso, tanto en la instancia como en la apelación,
pudiera el demandado aportar o ~:~car prueba alguna. Por ello,
aunque la Sentencia de apelación referencia a una prueba, esta
mención no tiene realidad jurfdico-procesal ni trascendencia cons­
titucionallo así indicado por la Sala. La Audiencia, en suma, no ha
sanado la vulneración denunciada, sino que la ha confirmado al
denegar el recibimiento a prueba, de lo que se infiere la violación
del derecho reconocido en el art 24 de la Constitución.

Por~ de la representación procesal del señor Castro Benito
se volvtó a interesar, en esta audiencia, la desestimación del
recurso, teniendo en cuenta que no se produjo la indefensión
alepda por la parte, pues sólo al hoy recurrente en amparo es
imputable su no comparecencia, al ser emplazado ante el Juzgado
de Primera Instancia núm. 2 de Salamanca, asl como su falta de
proposición de prueba en el periodo abierto al efecto.

7. Por providencia de 24 de septiembre de 1986, se señaló
para deliberación y fallo del recurso, el dla S de noviembre
siguiente, acordándose por providencia de este dia recabar de la
Audiencia Territorial de Madrid, el rollo de apelación 738/1984,
procedente del Juzgado de Primera Instancia núm. 7 de Madrid, Y
recibido el mismo se dió vista de él a las partes y al Ministerio

Fiscal para alegaciones, habiéndolas presentado en el plazo otor·
gado el demandado y el Ministerio Fiscal, reuniéndose nuevamente
la Sala para deliberación y votación del recurso, el día 17 de junio
en curso.

11. FUNDAMENTOS JURlmcos

1. Como en los antecedentes se ha expuesto, la Entidad
demandante aduce haber quedado indefensa en el procedimiento
que antecede, con la consiguiente lesión del derecho que se declara
en el arto 24.1 de la Constitución, \'Orque, a resultas de una serie de
omisiones e irregularidades que lD'lputa a los Organos judiciales
intervinientes, no se le dió ocasión de defender sus derechos e
intereses. contestando la demanda interpuesta contra ella, y propo­
niendo y realizando la prueba que permitiera acreditar la razón de
sus tesis. Los actos u omisiones judiciales a los que se imputa esa
indefensión no quedan identificados con precisión en la demanda
de amparo, pero si se deduce de 10 expuesto en ella que, para la
actora, la lesión de su derecho fundamental se vino a producir
como consecuencia de la sucesión de las actuaciones procesales que
anteceden y en sus dos instancias, concurriendo a la producción del
efecto lesivo la inicial declaración de rebeldía dietada por el
Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Salamanca,la prosecución
ante este organo judicial de las actuaciones. pese a haberse
planteado por la entonces demandada cuestión de competencia por
inhibitoria, la falta de citación para su comparecencia ante el
Juzgado de Primera Instancia núm. 7 de Madrid, finalmente
reconocido competente, el rechazo, ya en la Sentencia recaida en
primera instancta de su petición de nulidad de actuaciones y, en
fm,la denepción por la Audiencia Territorial de Madrid, tanto del
recibimiento a prueba ante ella interesado. como de la petición de
nulidad de actuaciones que se reiteró en la alzada. Para la
representación actora, en suma, la lesión inicial de su derecho por
no habérsele dado ocasión para contestar la demanda y ¡>roponer
pruebas se habría producido tanto en las actuaciones segulClas ante
el Juzgado de Primera Instancia de Salamanca como en la
prosecución de este procedimiento ya ante el Juzgado núm. 7 de los
de la misma clase de Madrid. Esta indefensión, de otra parte,
habria sido reiterada -por no reparada- en la Sentencia recalda en
la primera instancia y también en las resoluciones mediante las que
la Audiencia Territorial de Madrid, denegó aquellas peticiones de
recibimiento a prueba y de nulidad de actuaciones (Auto de 29 de
abril de 1985 y Sentencia de 19 de diciembre del mismo año).

Estas actuaciones deben ser ahora examinadas para apreciar si
en su transcurso se vulneró, efectivamente, el derecho a la tutela
judicial, sin indefensión, que se enuncia en el arto 24.1 de la
Constitución. Antes de ello es pertinente, sin embargo, hacer un
sucinto recordatorio de la doctrina de este Tribunal sobre el
contenido de tal prantia constitucioal y también, por lo que ahora
importa, una consideración sobre su respeto en el procedimiento
legalmente previsto para la resolución de cuestiones de competen·
cia suscitadas por una de las partes en el procedimiento principal,
mediante la presentación de la correspondiente inhibitoria.

2. La indefensión que se problbe en el arto 24.1 de la
Constitución, no nace, como con reiteración hemos dicho. de la
sola y simple infracción por los órganos judiciales de las reglas
procesales. pues el quebrantamiento de esta legalidad no provoca,
en todos los casos, la eliminación o disminución sustancial de los
derechos que corresponden a las partes en razón de su posición
propia en el procedimiento ni, en consecuencia, la indefensión que
la Constitución proscribe. Si surge esta indefensión -diciéndolo con
las palabras de la STC g9/l986, de 1 de julio, en donde se reitera
y resume esta doctrina- de la privación del derecho a alegar y a
demostrar en el proceso los propios derechos, y tiene su manifesta­
ción más trascendente cuando por el órgano judicial se impide a
una parte el ejercicio de este derecho a la defensa, privándola de
ejercItar su potestad de alegar y. en su caso, de justificar sus
derechos e intereses para que le sean reconocidos, o para replicar
dialécticamente las posiciones contrarias, en el ejercicio del mdis·
pensable principio de contradicción (fundamento jurídico 2.°).
Hemos dicho, asimismo, (desde la STC 28/1981, de 23 de julio,
fudamento jurídico 3.°), Que este derecho constitucional a la
defensa se ha de preservar en cada instancia y también que el
mismo puede resultar igualmente comprometido cuando, en rela·
ción con el derecho a valerse de las pruebas pertinentes para la
propia defensa (art. 24.2 de la Constitución), la probanza intere·
sada, siendo efectivamente ~rtinente, ha sido rechazada sin
motivación o con una motivaCIón manifiestamente irrazonable. La
indefensión, con todo, no se producirá cuando, aun habiéndose
quebrantado la leplidad procesal por el juzpdor, el propio
interesado, por impericia o por negligencia, no haya utilizado sus
posibilidades de defensa, desdeñando los remedios hábiles para
hacer valer sus intereses y cooperando, con ello, al menoscabo de
su posición procesal (por todas las resoluciones en este sentido.
STC 109/198S, de 8 de octubre, fundamento jurídico 3.°).
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Este ""recbo constitucional a la cIelensa -por referimos yo al
procedimiento que esli m lo base del pn:sente- debe ser iguol­
mente preservodo cuando se promuevo. por quien seo citado por
Juez incompetente, una cuestión de competencia a través de uno u
otro de los cauces al efecto dispuestos en nuestra Ley de Enjuicia·
miento Civil (LE.C, m odelante), CS10 es, mediante declinatoria o
inhibitoria (arts. 72 y siguientes). Cualquiera de estas vias es apta
para defender, en el proceso civil. el dcn:cbo a que el litigio sea
dirimido por el Juez competente, pero no ..be abora dcscoDocer
que el acudir a la inhibitorIO -aqui empretldida por quien demanda
amparo- suscita. a diferencia de \o que ocurre cuando se opta por
la declinatorio. allUJlas dificultades m onlcn. justamente, a la
prescrvaOÓIl del derecho a lo cIelensa de quien osi disculc la
competencia del Juez que cococc inicialmente del asunto. Plan­
teada la inhibitorio ante el Juzpdo o Tribunal que se estima
competente. su sola formulación por la par!C no suspende el curso
de las .ctuacio.... ante el 6rpno judicial cuyo competencia se
controviene, aunque si tiene este efecto suspensivo el rcqueri·
miento"" inhibición que se pueda dirigir. en su caso, • este último
juzgador por aqnd ante quien se formuló la cucsti6D. de competec­
cia (art. 114 de la L.E.e.¡. Si el Auto resolutorio de la cuestión tarda
en adoptarse y si el procedimiento principal en su día iniciado sisue
en curso, se cone el riesp> "" que qUJal fOrmuló la inhibitoria
quede marginado de trámites procesales tJascendentes para la
conformaciÓll y resolución del proceso Yde que, ausente una de las
partes en su tramitación, se vengan así a menoscabar los principios
de contradicción y "" defensa. _tizados, sqún se ha dicbo, en
el art. 24.1 de la Constitución. Eata eventualidad -de verificación
no improbable por la combinaciÓll del sistema previsto en 100 arts.
84 Y siguientes de la L.E.e. con lo prevenido m el art. 58.2 del
mismo texto lepI im_ desde 1.-, una interpJ'etación y
aplicación de las normas procesales positivamente orientnda a
impedir la lniÓll del derecho fundamental aqui comprometido y,
en particular, en UD entendimiento aVustado a .. constituci6a. de la
regla presente m el art. 11S de la UC, precepto en el q.... como
se ha recordado por quienes han alepdo en este·~, se
determina que «todas las actuaciones que .. bayon practic:odo basta
la decisiÓll "" las competencias. serán válidas, sin necesidad de que
se ratifiquen ante el Juez o Tribunal que seo declarado compe­
tente». Baste ahora con señalar que esta disposicióD lepI no puede
ser entendida en términos talcs q.... determinado finalmente cuál
sea el órgano judicial competente y remitidas al mismo las
actuaciones ya realizadas ante otro Juzpdo o Tribunal, se vcnp a
impedir a la parte, que formuló la inhibitorio, ejercitar sus derechos
de ale¡ación y de prueba, cuando esta defensa proc:esal. I"'r estar
aún pendiente lo resolución de la cuestión de competecctO, no se
hayo podido realizar ante el órgano judicial que~ resolvió
inhibirse del conocimiento del asunto. Ni del tenor literal del arto
liS se desprende, en defecto, que resulte yo impnoctialhlc, ante el
Juez competente, toda actuaciÓD proccsal que antes no .. hubiere
podido rea1izar ente el que no lo fuera, ni, desde lue¡o, semejante
entendimiento del precepto se acomodaría a las exi¡encias de lo
prevenido en el art. 24.1 de la Constitución. pues ello, como bien
observa el Ministerio Fisad, entreñaria un menoscabo del derecho
a la defensa "" quien usó, por los cauces lega1es adecuados, del
remedio que la Ley pone en sus manos para ser juzgado por el
órgano judicial que resulte competente.

Asi dice la actora que se prodlljo en eslc caso, máa la
consistencia de su alepto debe ser apreciada, como también anleS
se dijo, a la luz del examen "" las actuaciones y del comporta­
miento proeesal de la Entidad recurrente.

3. Los dos primeros reproches que diri&e la demandante a lo
resuelto por el Juzpdo de Primera Instancia nám. 2 de Salamanca
-haberla declarado rebelde mediante providencia de 9 de abril de
1983 y no haber suspendido la traruItacióa del pleito pese a la
formulación por la parte de una cuestión de competencia ante otro
órgano judicial- no pueden ser compartidos por este Tribunal, pues
de tales actuacion.. judiciales no se derivó, de modo <liteno,
indefensión alpna para la entonces demandada. Debidamente
emplazada en su dla por e! Juzpdo ante el que la demanda se
presentó; «Gresco Cooperativo» optó por discutir la competeccia
de ese órgano judicial por la via "" la inhibitorio y eludió toda
personaci6n ante el Juzpdo que consideró incompetente para
evitar que se entendiera tal hipotética actuación como aceptación
implicita "" la competeoeia que discutia lart. 58.2 de la L.E.C.~
Obrando"" este modo, no dejó la actora, CIertamente, de ejercer el
derecho que la Ley procesal le reconocía, pero también en virtud
de lo dispuesto en la Ley misma su declansciÓll como «robel""",
transcumdo el térnlino de emplazamiento, no puede decirse
irregular ni Iniva de su derecho (art. 685 de la L.E.C.), y otro tanto
se debe concluir respecto de la no suspensión de las actuaciones
sino luego de que el Juzgado núm. 2 de Salamanca, recibiera el
correspondiente requerimiento de inhibición pues, como antes
observamos, la suspensión del procedimiento sólo viene impuesta
por la Ley (arts. 89 y 114) cuando el órgano judicial seo formal-

mente requerido de inhibiciÓll por el Juzpdo o Tribunal que
aceplUe su competencia para conocer del asunto (art. 86). En
coctra de lo argüido por la representación de quien comparece boy
como demandado, 110 cabe reprocha' a la recurrente "" amparo su
no personaci6n, con anterioridad a la resoluci6D. de la cuestión ""
competencia. ante el Juzpdo que consácleró inI:ompetente, pero
tampoco es plausible imputar lesiÓll aJpna del derecho constitu­
cinnal que aquí se defiende a unas actuacio.... judiciales l1cvadas
a <abo a instancia de quim, como demandante, cjcrcia también
entonces su dcrecbo a la debida tutela judicial y m aplicaciÓll de
lo lephnente dispuesto para el <aSO "" la no comparecencia en el
juicin del ""mandado. Cuestión dif.....te es, c:omo ya dijimos, que
al deberse e5la incomparecencia a la inleipoOición y tramitaeiÓll de
la inhibitorio planteoda por la hoy reameDlc, y no a su culpa o
ncg1isl:ncio. se baya de llegar a una intelpretaC1Ó1l confOrme • la
Constitución, de las normas que regulan la reanudación ""1
proceso, una vez resuelta la cuestión "" competencia (art. 115 de
la L.E.C.).

Para preservar, justamente, esle derecho "" las partes de
personarse y alegar ante el órpno judicial considerado finalmente
competente se dispone en el art. 92 "" la Ley procesal que
consentido o cF.ulOriodo el Auto m que 100 Jueces o Tribunales
se hubieren inhibido del conocimiento de un nesocio, se remitirán
los Autos al Juez o Tribunal que bubiere J1RlPI:ICSlO la inhibitoria,
con emplazamiento de las partes, por término de quinec días, para
que I'uedan comparecer ante él a .... de su derechooo. Aduce
tambIén la actora q.... al haber sido declarada m ~~J:. el
Juzpdo de Primera Instancia de Salamanca, no fue em por
este órgano judicial como prescribe el precepto citado. ni pudo, en
consecuencia, hacer valer su dcrecbci, m el momento proccsaI
~rtuno, ante el Juzpdo de Primera Inslancia nÚID. 7 "" Madrid.
Sin embou¡o, la indefensión que por esta infrac:ciÓll proccsaI se
aduce tampoco \Iqó a verificarse en este caso.

Pudo tal vez el órgano juclicia\, que resolvió inbibine, proceder
al empinamiento personal de la reprcsentaeión de eGresco,
Cooperativa», en virtud de lo prevenido en el mencionado art. 92
de la L.E.c, sin,rJ,':"" ello fuera obsláaIIo insalvable la anterior
declaración "" "" esta Entidad, pues, desde la reccpciÓll
del oficio en el que se le requería de inhibición, eonocía ya el
Juzgado "" Primera Instancia de Salamanca que la inI:ompareccn­
cia de la demandsda tuvo por causa el JlIan'can'icnto y posterior
tnunitaciÓll de la inhibitorio. Pero, st bien es cierto que tal
emplazamiento fue posible y que no COlIlla, ca las actuaciones que
ante nosotros obran, la correspondiente diliJencio. esa conducta
procesal ni vulneró norma a1IUJlo. ni produjo la indefensiÓll que
ahora se ""nnncia. Aparece m .... mismas actuaciones, en efecto.
la providencia de fecha 11 de junio "" 1983, mediante la cual el
Juzgado de Primera Instancia núm. 7 de Madrid, acusó recibo de
los Autos remitidos por el de i¡ual clase "" Salamanca y ordenó se
diera cuenta de la compareceocia dd CIltonces demandanse o del
transcurso del ~rmino de emplazamirnt~si tal cornpareceDCia no
se Degara a producir. Esta resolución se fe notificó en forma o la
representación procesal de «oresco, CooperalÍVll», dándose así
ocasión a quien hoy demanda~ alogar lo que a su derecho
conviniera yak:anrindose, con cIlo, lo (llncwado por e! art. 92 ""
la Ley orocesal esto es, el conoci:anento por la parte de la
resoluci6n de la" inhibitoria y de la comigmente posibilidod en
orden a baecr valer su derecho ante el órJIa!IO judicial competente.
Si aquel deber de crnplazamienlo se omitió en este ..so, no por
eDo, en definitiva, quedó en iude"'nsiónla recurrente actual, que
pudo, desde el inicio mismo de la reanudaciÓll de las actuaciones
ante e! Juzgado de Primera Instanda de Madrid, actuar como
demandada que era, pidiendo, m su c:aso, que .. le diera ocasión
procesaJ para contrarrestar, mediante la pertinente probanza, lo
expuesto por la otra l"'rtc m sn demanda. Dice hoy la actara que
esta posibilidad "" aJepr y de probar lo aIcgado -no impedida.
según señalamos, por lo que le dispone m e! arto 115 de la LE.C.­
se le negó, sin em""",,, por el órpno judicial lo que babría
consumodo l. indefemión que motiva su queja. Es este alegato el
que. para concluir, debe ser ahora ob,jeIG de consideración.

4. La queja principal de la recurrente es, como se acaba de
recordar, que, habiéndole sido imposible contestar a la demanda y
proponer prueba en el procedimiento seguido ante el JUZP.do de
Primera instancia de Salamanca, no se le dió tampoco ocaSIÓn para
realizar estas actuaciones, indispensables para la defensa de su
derecho, cuando, resueha ya la inhibitorio, se reanudó el curso del
proceso ante e! Juzgado competente "" Madrid. Si así hubiera
ocurrido, habrfa "" convenirse en que el6Ipno judicial, al rechazar
la petición de la parte para defender sus derechos, conculcó la
garantia constituCIonalmente estahleéida en e! arto 24.1. de la
ConstituciÓll, pues ya se ha dicho que \o prevenido m el art. 115
de la L.E.e. no puede ser entendido en Uórminos talcs que sel\egue
a privar del derecho fudammtal a la dcfeUSO, a la parte q.... po
baber formulado en su dio una inhibitoriO, vió transeumr m
ausencia. ante el Juez Que estimaba mCfXl1petente. etapas dectsh
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.el procedimiento. No hubo tal. a despecho de lo que en la
Jemanda se dice, en este caso, pues ni existe constancia procesal de
Que la recurrente en amparo pidiera entonces ~uando fue notifi­
cada de la resolución a su favor de la inhibitoria- la reapertura del
~nnino previsto para la propuesta y realización de pruebas, ni se
acudió tampoco por la representación de t<Gresco, Cooperativa» a
los recursos legalmente previstos, en ambas instancias del proceso,
para obtener de los juzgadores que aquí resolvieron el reconoci~

miento del derecho por cuya vulneración se suscita la queja
constitucional.

Ya hemos observado que, desde la notificación que se le hizo
de la providencia de 11 de junio de 1983, del Juzgado de Primera
Instancia núm. 7 de Madrid, conocía la actora la culminación de
la inhibitoria y, por lo mismo, su posibilidad de alegar y. en lo que
ahora interesa, de postular ente el Juez la reapertura, sin merma
para su derecho de defensa, del procedimiento. Nada alegó enton­
ces la recurrente y en la misma pasividad incurrió cuando se le
notificarón las providencias de los días 22 y 29 de junio de 1983,
mediante las que el juzgador resolvió, respectivamente, alzar la
suspensión de los Autos -aguardando. para decidir lo procedente.
hasta que concluyera la práctica de las pruebas- y convocar a las
partes para la vista, que se fijó en el día 17 de octubre. Una y otra
de estas resoluciones fueron, sin duda, susceptibles de ser recurri­
das en reposición (art. 376 de la L.E.C.), pero la parte pasó por ellas
sin protesta y esperó hasta la celebración de la vista, meses después,
para deducir, sólo entonces, una petición de nulidad de actuaciOnes
que fue rechazada en la Sentenaa dictada el día 19 de octubre de
1983. Desde la perspectiva constitucional que se ha de tener aquí
en cuenta, no se puede dejar de apreciar que, actuando de este
modo, la demandante desaprovech610s remedios existentes para la
defensa del derecho que hoy invoca e hizo nacer en la parte adversa
la confianza, contrariada luego en el acto de la vista., de que el
procedimiento hasta entonces seguido no le merecía tacha de tipo
alguno.

Mas no acabó aquí la indiligencia de la actora. Interpuesto por
ella recurso de apelación frente a la Sentencia recaída en la
instancia pidió entonces el recibimiento a prueba, con cita de lo
prevenido en los arts. 707 y 862 (núms. 2.° y 5.°) de la L.E.C., pero
no formuló recu"" alguno frente al Auto de 29 de abril de 1985,
mediante el que la Audiencia denegó su pretensión. pese a la
expresa previsión legal (párrafo se8undo del arto 867) de los
recursos de súplica y, en su caso, de casación frente al rechazo de
esa solicitud. De nuevo aquí se aguardó por la recurrente. sin
protesta alguna, hasta la celebración de la vista, el día 16 de

Sala Primera. Recurso de amparo número 292/1986.
Sentencia número 103/1987, de 17 de junio.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente, don Francisco Rubio
Llorente, don Luis Diez-Picazo y Ponce de león, don Antonio
Truyol Serra, don Eugenio Díaz Eimil y don Mi8uel Rodríguez­
Piñero y Bravo-Ferrer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 292/1986, promovido por el
Procurador de los Tribunales, don Manuel Ayuso Tejerizo, en
nombre y representación de doña Rosemarie Deuber, asistida de
Letrado, contra Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administra·
tivo de la Audiencia Territorial de Granada de 18 de febrero de
1986, que declaró inadmisible recuno contra resolución del Tribu­
nal Económico Administrativo Provincial de Almeria.

Han sido parte en el asunto la Administración General del
Estado asistida y representada por el Letrado del Estado y el
Ministerio Fiscal. Ha sido ponente el Magistrado de la Sala don
Eugenio Díaz Eimil. quien expresa el parecer de la misma.

l. ANTECEDENTES

1. Dofta Rosemarie Deuber, representada por Procurador y
asistida de Letrado, interpone recurso de amparo, mediante escrito
que tuvo entrada el 17 de marzo de 1986, contra Sentencia de la
Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial
de Granada de 18 de febrero de 1986.
. 2. Los hechos en que se funda la demanda de amparo son los

51i\llentes:

al La solicitante de am~o recibió la notificación de un aeta
administrativo -una resolUCIón del Tribunal Económico Adminis­
trativo Provincial de A1mería-, de fecha 26 de octubre de 1984, el

diciembre de 1985, acto éste en el que, como parece deducirse del
fundamento primero de la Sentencia recaída en la alzada, se reiteró
la petición de que se declarase la nulidad de todo lo actuado.

Se desprende de todo lo anterior, sin sombra de duda, que la
actual demandante no vió vulnerado su derecho de defensa por las
actuaciones judiciales que aquí se sucedieron, pues su propio
comportamiento procesal fue, cuando menos. neRligente, omi­
tiendo, cuando pudo hacerla, toda petición formar de que se le
diera ocasión para ejercer sus derechos procesales y desdeñando
después los recursos existentes frente a las resoluciones que
ordenaron, en la primera instancia, la prosecución del procedi­
miento, y que denegaron, en la alzada, su petición de recibimiento
a prueba, como hemos dicho en el segundo de los fundamentos de
esta Sentencia, el recurso de amparo constitucional no existe,
cuando en él se invoca el derecho declarado en el arto 24.1 de la
Constitución, para supervisar la regularidad formal de 10 actuado
ante los órganos judiciales. Existe sólo, respecto de tal garantía
constitucional. para preservar el derecho de todos a la debida tutela
judicial, sin indefensión, pero esta lesión no es reconocible cuando
quien la denunciahcomo también observamos, no supo o no Quiso
defender su derec o por los medios que el ordenamiento procesal
le brindaba, pues. en tal caso, la obtención del amparo vendría a
a hacer buena, en demérito de los derechos de la otra parte, la
indiligencia o la pasividad de quien asistió, sin reaccionar oportu­
namente, a lo que califica luego de vulneración de su derecho
fundamental. Así ocurrió en este caso y por ello la petición de
amparo se debe rechazar.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD QUE J.E CONFIERE LA CONSTlTU­
CION DE LA NACION ESPANOLA,

Ha decidido:

Denegar el amparo solicitado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a diecisiete de junio de mil novecientos
ochenta y siete.-Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio
Llorente.-Luis Díez-Picazo y Ponce de León.-Antonio Truyol
Serra.-Eugenio Díaz Eimil.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo
Ferrer, Magistrados.-Firmados y rubricados.

6 de noviembre de 1984, según constaría en el expediente adminis­
trativo correspondiente mediante un aviso-acuse de recibo obrante
en él.

b) La solicitante de amparo interpuso recurso contencioso­
administrativo el 28 de diciembre del mismo año 1984.

c) La Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Territorial de Granada, por Sentencia de 18 de febrero de 1986.
notificada -se dioe- el 22 de febrero, declaró inadmisible el recu""
contencioso-administrativo interpuesto, por considerar Que «el
aeta impugnado le fue notificado a la señora Deuher el 26 de
octubre de 1984 y el recurso contencioso--administrativo contra el
mismo se interpuso el 28 de diciembre de dicbo año, fuera, pues,
del plazo de dos meses previsto en el art. 58.1 de la Ley de la
Jurisdicción. por lo que procede declararlo inadmisible conforme a
lo dispuesto en el arto 82. 1) de la Ley mencionada.»

3. En la demanda de amparo se argumenta que es evidente el
error del Tnbunal sentenciador. al haber tomado como fecha inicial
del cómputo del plazo de dos meses que determina el arto 58.3 a),
de la UCA la fecha de la resolución y no la de su notificación. Se
alega indefensión y falta de tutela judIcial efectiva. citándose el arto
24 de la C. E. y se solicita que se declare la nulidad de la resolución
judicial impugnada, «con la determinación de la extensión de sus
efectos.»

4. Por providencia de 14 de mayo, la Sección puso de
manifiesto la posible concurrencia de las causas de inadmisibilidad
previstas en el arto 50.1 a) y 50.2 b) de la LOTe, y presentadas
las respectivas alegaciones por el demandante y el Ministerio Fiscal
se dietó providencia de 8 de octubre por la cual se admitió el
recurso a trámite, reclamándoselas actuaciones judiciales corres­
pondientes y, Una vez éstas recibidas, se concedió a los mismos y
al Letrado del Estado, por providencia de 12 de noviembre, el plazo
común de veinte días para formular alegaciones.

5. La demandante de amparo reiteró en su escrito las alegacio­
nes y suplico formulados en la demanda, insistiendo en que la
Sentencia que imPII$Da incurrió en el error de confundir la fecha
del aeta administrativo recurrido -26 de octubre de 1984- con el
de su notificación -6 de noviembre del mismo año- y en que tal


